FALSEDAD EN DOCUMENTO PRIVADO Y OTRO

RADICACIÓN:  66001600003620130083001

PROCESADO: CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN
MODIFICA  

A N°30

ACEPTACIÓN DE CARGOS/ Es nulo el allanamiento cuando la imputación carece de precisión fáctica y jurídica y no se acredita el mínimo probatorio que permita inferir la autoría/ Imposibilidad de anular la formulación de imputación 
“No se puntualizó la forma en que se realizaron esos ilícitos, la cantidad de veces que se llevaron a cabo, y específicamente sobre la falsedad no se dijo si era material o ideológica, como lo advirtió el fallador de primer grado. Tampoco si esa conducta fue en relación con las consignaciones o con los cheques, puesto que estos últimos también fueron mencionados dentro de los escasos hechos narrados en la imputación.

En esas condiciones, al procesado no se le dieron a conocer de manera completa y detallada como se exige, los hechos por los cuales sería eventualmente convocado a juicio, para que de esa manera pudiera tomar la decisión de aceptar o no los cargos en forma libre, consciente y voluntaria, lo que de contera también afecta su derecho de defensa (…)” 

De lo anterior se avizora que la Fiscalía no mostró elementos de información que suplieran esa carga demostrativa, puesto que una vez revisados los audios de la audiencia de formulación de imputación y la carpeta contentiva de las evidencias, no se observa que exista ningún otro medio de prueba diferente al informe de auditoría que fue allegado por el denunciante, de conformidad con el cual no se puede establecer con total certeza esos aspectos.

(…) lo viable no era que se procediera a anular la formulación de imputación, puesto que se trata igualmente de un acto de parte en el cual la Fiscalía General de la Nación tiene la titularidad, pero si podía en cambio dejar sin validez el allanamiento a cargos del indiciado, por cuanto se afectó su garantía fundamental al debido proceso, e incluso, su derecho de defensa, ya que dicho acto no se ciñó a los postulados legales y jurisprudenciales, como ya se dijo, para lo cual sí estaba facultado el juez como quiera que se está ante la toma de una determinación que involucra la admisión de responsabilidad penal con efectos de cosa juzgada.”
Citas: Corte Constitucional, sentencia C-1260 de 2005; Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencias de 14 marzo de 2006 -rad. 24052-, 8 de julio de 2009 -rad. 31280-, de 13 de noviembre de 2013 -rad.70392- y de 30 de julio de 2014 -rad. 38142-.
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  ACTA DE APROBACIÓN No 678
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Agosto 04 de 2016, 2:06 p.m.

	Imputado: 
	César Iván Castaño Guzmán

	Cédula de ciudadanía:
	10´118.781 expedida en Pereira (Rda.)

	Delitos:
	Falsedad en documento privado y hurto agravado

	Víctima:
	Supermotos del Café S.A.S.

	Procedencia:
	Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.)

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la Fiscalía y la defensa contra la decisión de junio 09 de 2016, por medio de la cual se decretó la nulidad de la formulación de imputación. SE MODIFICA


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- Dan cuenta los registros que mediante denuncia presentada en febrero 15 de 2013 por el señor YESID MAURICIO SOTO PABÓN, gerente y representante legal del concesionario SUPERMOTOS DEL CAFÉ SAS, se puso en conocimiento que CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN, quien se desempeñó como mensajero de la citada empresa hasta febrero 14 de 2012, falsificó consignaciones de Bancolombia y se apropió de $71´000.000.oo, lo cual se determinó luego de realizar el balance y la conciliación de cuentas.

1.2.- Por esos hechos, la Fiscalía formuló imputación (diciembre 15 de 2015) a dicho ciudadano ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de esta ciudad, en calidad de autor a título de dolo por la conducta punible de hurto agravado -arts. 239 inciso 1° y 241 numeral 2º del C.P.-, en concurso con el punible de falsedad en documento privado -art. 289 ibídem-, cargo que el indiciado ACEPTÓ. 
1.3.- De conformidad con ese allanamiento unilateral a los cargos, la actuación fue asignada por reparto al Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.), despacho que convocó para la correspondiente audiencia de individualización de pena y sentencia, en la cual una vez verificada la aceptación de cargos, el titular del despacho declaró la nulidad de la audiencia de formulación de imputación, por afectación del debido proceso, al considerar que la Fiscalía no cumplió con lo reglado en los artículos 287, 288 y 327 C.P.P.
Al efecto argumentó que el ente acusador no hizo una precisión clara de los hechos que según su criterio generaban la comisión de un delito, en cuanto no refirió cuál fue la conducta desplegada por el procesado, las fechas en las que la llevó a cabo, de qué manera se apoderó del dinero, en qué consistió la falsedad y respecto de qué documentos, si se trató de una falsedad material o ideológica, aspectos que resultan sumamente trascedentes para establecer los momentos de consumación, de prescripción, la norma a aplicar y la cuantificación de la pena. Así mismo, en atención a que se desconoció lo que tiene que ver con el mínimo de prueba que permita inferir la autoría o participación en la conducta y su tipicidad, debido a que solo se aportó un informe de auditoría y consultoría que no tuvo como soporte ningún documento del banco que permitiera hacer un contraste para determinar que efectivamente ese desfalco se dio y la cuantía indicada es real, porque incluso el procesado no estuvo de acuerdo con ese monto en la diligencia de cargos, y además en el mismo se puntualizó que el señor CÉSAR IVÁN si bien no consignaba en las fechas indicadas el dinero, para lo cual falsificaba los sellos de la entidad bancaria, en días posteriores sí depositaba la cantidad correspondiente. 
1.4.- Ni la Fiscalía ni la defensa estuvieron conformes con esa determinación, motivo por el cual interpusieron recurso de apelación, el cual procedieron a sustentar en el acto.
2.- Debate

2.1.-Fiscalía -recurrente-

Solicita se revoque la nulidad decretada y se proceda a dictar sentencia de conformidad con los cargos aceptados por el señor CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN en la formulación de imputación, la cual fue realizada con observancia de los requisitos legales y jurídicos establecidos en los artículos 287 y 288 C.P.P.
En dicho acto se hizo una relación de lo que ocurrió y si bien no se  especificó de manera concreta el tiempo, se habló de un lapso durante el cual se presentó la conducta.
De acuerdo con el informe contable allegado por el representante legal de la empresa que figura como víctima, en el que se estableció que efectivamente había un desfalco de $71´000.000.oo realizado por CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN, se hizo una relación de los hechos, se especificó cuál era la función que cumplía CÉSAR IVÁN, cómo se apropió de dicha suma, cuál fue la falsedad que realizó para dar apariencia de verdad a las consignaciones, consistente en poner en ellas sellos adulterados para que se pensara que verdaderamente las había efectuado.

Es claro que el señor CASTAÑO GUZMÁN cuando aceptó ante la empresa esa situación, lo mismo que en la audiencia de formulación de imputación, sabía cuál era el monto, no tenía ninguna duda al respecto y por eso se allanó a los cargos.
Frente al artículo 327 al que hace alusión el señor juez, norma que indica que debe haber una prueba mínima para comprometer la presunción de inocencia del imputado, en el presente caso se cumple a cabalidad, puesto que la propia empresa presentó elementos materiales probatorios en los que el procesado no solamente comprometía su responsabilidad mediante confesión, sino además otros medios que avalaban tal manifestación, y por eso finalmente aceptó que se había apropiado de esos bienes.
2.2.-Defensa -recurrente-

De igual modo solicita que se revoque la determinación proferida por el juez de primer nivel, y al efecto argumentó:
Cuando su cliente aceptó los cargos fue con base en lo que la Fiscalía presentó. Allí quedó claro todo lo que estaba estipulado, y estuvo de acuerdo, entonces no ve por qué su representando y su familia tienen que verse abocados nuevamente a surtir todo el proceso.

Su prohijado tiene derecho a la libertad, no tiene antecedentes, y se presentó voluntariamente ante la empresa y manifestó lo que había sucedido, luego habló con la Fiscalía y aceptó los cargos. 
Si la juez de control de garantías no detectó las falencias, pese a que debía hacerlo, no considera justo que se adopte esta decisión, ya que la Fiscalía fue clara con la documentación que allegó, en la forma en que la presentó y en lo atinente a la aceptación de los cargos.
2.3.- Ministerio Público -no recurrente-

Está conforme con la decisión adoptada por el despacho y solicita su confirmación, de acuerdo con lo siguiente:

Cuando se decreta una nulidad indiscutiblemente deben tenerse presentes los principios de trascendencia y convalidación, y una de las garantías que se le deben proteger al señor CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN es el de defensa, el cual se le está garantizando con la determinación proferida, sin que en ningún momento se vea afectada su libertad.
Efectivamente los cargos que le hizo la Fiscalía no son concretos como lo dispone el artículo 287 C.P.P, y al no serlo CÉSAR IVÁN se allanó sin tener claridad sobre los mismos y sin posibilidad de dimensionar qué elementos se poseen para establecer o no su responsabilidad.

Para hacerse una imputación se debe tener clara cuál fue la situación fáctica así como las circunstancias de tiempo, modo y lugar, y en ese entendido es trascendente e importante, y no se convalida con una aceptación de cargos la falta de concreción en esos aspectos; por tanto, sí se está vulnerando la normativa penal y por ende el derecho que el procesado tiene a conocer claramente por qué va a ser condenado.
3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra una providencia susceptible de ese recurso y por partes habilitadas para hacerlo -en nuestro caso la Fiscalía y la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a determinar, de conformidad con los argumentos esbozados por las recurrentes, si fue acertada la decisión adoptada por el juez a quo en cuanto decretó la nulidad de la formulación de imputación realizada al señor CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN, o si, por el contrario, hay lugar a su revocatoria o modificación.
3.3.- Solución a la controversia

En primer término la Sala pasará a hacer un recuento de la actuación adelantada, del tema objeto de controversia, y de la posición de cada una de las partes al respecto. A partir de allí citará algunos precedentes jurisprudenciales referentes a los temas planteados y que sirven de apoyo a la definición del asunto, para finalmente dar la solución que en criterio del Tribunal  corresponde.

Ante el Juzgado Tercero Penal Municipal con función de control de garantías de esta ciudad se hizo imputación al señor CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN por las conductas punibles de hurto con circunstancia de agravación en concurso con falsedad en documento privado, cargos que fueron aceptados por el referido ciudadano.
En atención a ese allanamiento unilateral el asunto correspondió por reparto al Juez Quinto Penal del Circuito de esta ciudad, autoridad que en la fecha fijada para la audiencia de individualización de pena y sentencia decretó la nulidad de la imputación por cuanto dicho acto no cumplió con lo regulado por los artículos 287 y 288 C.P, debido a que no se hizo una adecuada precisión fáctica, y en atención a que tampoco se acreditó el mínimo probatorio que debe acompañar una aceptación de cargos, a voces del artículo 327 ibídem. Irregularidades que dieron lugar a una afectación sustancial del debido proceso.

Ni la Fiscalía ni la defensa estuvieron de acuerdo con esa determinación, y en la sustentación del recurso indicaron que consideran que la formulación de imputación sí se realizó con apego a lo previsto en la normativa procesal penal, y se allegaron los medios probatorios que soportan la admisión de cargos por parte del procesado. 
Punto de partida basilar para la definición del caso la constituye la aseveración según la cual: la Fiscalía es titular de la acción penal y de la acusación pero sus delegados no están facultados para proceder en forma caprichosa en cuanto están en el deber de hacer coincidir lo fáctico con lo jurídico. En efecto, basta decir en respaldo, que al tenor de lo dispuesto en las normas vigentes y en la jurisprudencia nacional, el fiscal debe hacer primero una imputación fáctica en forma clara y concisa, para proceder a continuación a la imputación jurídica que de allí se deriva, en cuanto una y otra son indispensables para hacer la proposición jurídica completa que exigen los cargos en materia penal. 
Así lo dejó consignado en forma expresa la Corte Constitucional, cuando resolvió el problema de si bastaba la imputación fáctica o si era indispensable además la imputación jurídica; y, por sobre todo, si lo jurídico tenía o no que coincidir necesariamente con lo fáctico. De ese modo se concluyó en la sentencia C-1260 de 2005 que la facultad otorgada por la ley al fiscal se refería a una operación de adecuación típica de la conducta, por medio de la cual los hechos objeto de investigación -imputación fáctica- deben corresponder a la descripción de esa conducta que hace el legislador -imputación jurídica-, y por tanto no goza de discrecionalidad para configurar un tipo penal que no corresponda a los hechos atribuidos. Textualmente se expresó:
[…] aquél -refiriéndose al Fiscal- no tiene plena libertad para hacer la adecuación típica de la conducta, pues se encuentra limitado por las circunstancias fácticas y jurídicas que resultan del caso. Por lo que, aún mediando una negociación entre el fiscal y el imputado, en la alegación conclusiva debe presentarse la adecuación típica de la conducta según los hechos que correspondan a la descripción que previamente ha realizado el legislador en el Código penal.
Lo dicho es concluyente en el sentido de que al Fiscal le corresponde hacer coincidir lo fáctico con lo jurídico. Si falla en ese cometido, al Juez le corresponde ordenar la corrección”.

Sobre ese mismo tema, y en relación con aquellos eventos en los cuales media aceptación de cargos, jurisprudencialmente se precisó lo siguiente acerca de la imputación jurídica:

“[…] Diríase incluso que en un proceso con todas sus etapas, con controversia probatoria y juicio oral, las exigencias serían menores, pues la narración de los hechos jurídicamente relevantes consignados en el escrito de acusación pueden variar y complementarse en la alegación final en la cual se debe presentar de manera circunstanciada la conducta (art. 443 de la Ley 906 de 2004), mas no así en los procesos abreviados en donde la conducta debe tipificarse con mayor precisión dado que se renuncia al derecho a no autoincriminarse y a tener un juicio oral y público (art. 350 numeral 2º ley 906 de 2004)[…]”
. –negrillas de la Sala-

Respecto a la coherencia y precisión que debe contener la formulación de imputación, en la sentencia CSJ SP, 08 jul. 2009, rad. 31280, se indicó: 
“[…] Es sabido que la imputación es el acto surtido ante un juez con funciones de control de garantías, en desarrollo del cual la Fiscalía General de la Nación le comunica a una persona la calidad de imputada al estar siendo investigada por su posible participación en una conducta punible. 

En las voces del artículo 288 de la Ley 906 de 2004 como requisitos esenciales se cuenta, entre otros, con la obligación de expresar oralmente la concreta individualización, identificación y ubicación del imputado, así como la “relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes”.

Si bien en ese momento no es menester descubrir los elementos materiales probatorios ni la evidencia física, si es necesario ofrecer al juez de control de garantías elementos de juicio tendientes a acreditar la índole penal del comportamiento y la relación del imputado con el mismo, no de otro modo se logra “inferir razonablemente que el imputado es autor o partícipe del delito que se investiga”, como lo reza el artículo 287 de la normativa en comento.

[…]

Lo anterior se impone para garantizar desde un inicio el derecho de defensa, pues al fin y al cabo el conocimiento de los hechos atribuidos y sus correspondientes consecuencias jurídicas permitirá que a partir de esa comprensión, el procesado de manera libre, consciente y voluntaria, una vez ha sido debidamente informado de las consecuencias, opte por aceptar los cargos con miras a lograr una sustancial rebaja de la pena (hasta del cincuenta por ciento) o continuar el trámite ordinario para discutir en el juicio los hechos o su responsabilidad, allegando pruebas en su favor o controvirtiendo las que se aducen en su contra.

[…]  
Obviamente, ese estadio ha de estar precedido de la información veraz entregada por parte del ente acusador, vertida en sus justas proporciones y sin algún tipo de exageración a fin de que el incriminado de manera libre y voluntaria admita su responsabilidad penal, de este modo se respeta su condición racional ante la capacidad de conocer y dimensionar las consecuencias de sus acciones, propio de una libertad con responsabilidad.

[…]

Se insiste por lo tanto, en que la formulación de imputación ha de ser lo más ceñida posible a la realidad, pues va a ser el fundamento del fallo en caso de un allanamiento a cargos del procesado, o un acuerdo que celebre con la Fiscalía al punto que con base en el marco fáctico y jurídico allí fijado el juez emitirá la respectiva sentencia por consenso, acercándose de esa manera a la verdad material y a la justicia de la misma índole. […] -negrillas fuera de texto-

Observa la Sala que en el caso sometido a estudio, tal cual lo sostuvo el juez a quo y la representante del Ministerio Público, y no obstante que la delegada del ente acusador y la defensa afirmen lo contrario, no se cumplió con el deber de hacer una relación clara y sucinta de los hechos jurídicamente relevantes, es decir, existen fallas tanto en la adecuación fáctica como en la jurídica, las cuales se pasan a exponer a continuación:
- La intervención de la delegada del ente acusador fue muy parca e imprecisa, al punto que no estableció la fecha exacta de la comisión de las conductas, pese a que tenía la posibilidad de hacerlo, o por lo menos así se infiere del informe de auditoría que obra en la carpeta investigativa, sino que únicamente hizo alusión al período en el que el señor CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN estuvo vinculado a la empresa Supermotos del Café S.A.S., aunque en ese dato incurrió en error y fue igualmente indeterminado, toda vez que se dijo que éste había trabajado desde el 2006 -sin indicar que mes-, hasta el 03 de febrero de 2013, cuando realmente laboró en esa entidad hasta el 14 de febrero de 2013. Podría decirse incluso, que la exposición que hizo dicha funcionaria en la sustentación del recurso fue más amplia que la efectuada en la citada audiencia preliminar, ya que dio más detalles acerca de la forma en la que se presentaron y se ejecutaron las conductas por el judicializado.
- No se puntualizó la forma en que se realizaron esos ilícitos, la cantidad de veces que se llevaron a cabo, y específicamente sobre la falsedad no se dijo si era material o ideológica, como lo advirtió el fallador de primer grado. Tampoco si esa conducta fue en relación con las consignaciones o con los cheques, puesto que estos últimos también fueron mencionados dentro de los escasos hechos narrados en la imputación.

Las referidas imprecisiones en verdad tienen gran incidencia para establecer cuándo se consumaron las conductas, la normativa a aplicar e incluso para efectos de determinar la fecha de prescripción.

En esas condiciones, al procesado no se le dieron a conocer de manera completa y detallada como se exige, los hechos por los cuales sería eventualmente convocado a juicio, para que de esa manera pudiera tomar la decisión de aceptar o no los cargos en forma libre, consciente y voluntaria, lo que de contera también afecta su derecho de defensa, pues el no conocer exactamente por qué sería juzgado, le impedía ejercer libremente esa garantía constitucional y legal. 
Adicional a lo anterior, como bien lo puso de presente el juez de primer nivel, del contenido del inciso 3º del artículo 327 de la Ley 906/04 se extracta que en el caso de las terminaciones anticipadas solo puede comprometerse la presunción de inocencia: “si hay un mínimo de prueba que permita inferir la autoría o participación en la conducta y su tipicidad”; es decir, que la referida norma busca eliminar la posibilidad de que se condene a una persona cuya participación en el hecho no se encuentre acreditada, y por ello se exige ese mínimo probatorio para demostrar tanto la existencia del delito como la participación del imputado.  

De lo anterior se avizora que la Fiscalía no mostró elementos de información que suplieran esa carga demostrativa, puesto que una vez revisados los audios de la audiencia de formulación de imputación y la carpeta contentiva de las evidencias, no se observa que exista ningún otro medio de prueba diferente al informe de auditoría que fue allegado por el denunciante, de conformidad con el cual no se puede establecer con total certeza esos aspectos.
Nótese que dicho informe hace referencia a unas conclusiones que no tienen soporte en ningún documento idóneo que permita corroborarlas, como extractos bancarios, consignaciones originales, sellos de la entidad financiera, entre otros. Además, de conformidad con las conclusiones a las que en el mismo se llegó, se generan dudas acerca de si verdaderamente el judicializado se apoderó de la cantidad total a la que se dice asciende el desfalco, ya que allí se indica que pese a que éste no realizaba las consignaciones que le fueron encargadas en la fecha que correspondía, posteriormente sí las hacía y por el mismo valor, pero los comprobantes de esas transacciones tampoco fueron tenidos en consideración para ese estudio. 
No obstante lo anunciado, valga precisar que contrario a lo referido por el funcionario a quo, el hecho de que la representante del ente acusador hubiese omitido decir que además del concurso heterogéneo de delitos existe uno de carácter homogéneo respecto de cada una de esas conductas involucradas, tal como se infiere de lo narrado por ella, no resulta ser un aspecto tan transcendente, ya que de acuerdo con lo que ha determinado la jurisprudencia sobre el tópico, ello no tiene incidencia para efectos de la tipicidad sino al momento en que el juez realiza la tasación de la pena a imponer. Veamos:

“[…]Como en este caso, al imputado AFM se le atribuyó la realización de los delitos definidos de acceso carnal abusivo con menor de catorce años y actos sexuales con menor de catorce años, agravados, de que tratan los artículos 208, 209 y 211 numerales 2 y 4, del Código Penal, y por dichos comportamientos se profirió acusación y se solicitó condena, ningún vicio de incongruencia se advierte, por el solo hecho de no haber mencionado en la acusación la disposición que define el concurso delictivo y precisa la pena, como para suponer que el reparo formulado tiene asidero en la actuación y, de contera, alguna vocación de prosperidad, pues ya está visto que el concurso delictivo no hace parte de la tipicidad de ninguna conducta cuya acreditación corresponda a la Fiscalía, sino que dicha disposición tiene por destinatario al juez y la cual resulta aplicable sólo al momento de individualizar la pena correspondiente al acusado que le se ha declarado culpable […]”

Acorde con lo anterior, la Colegiatura comparte de todas formas que en el asunto sometido a estudio era obligatorio decretar una nulidad, aunque es del criterio que la misma no debió ser de la formulación de la imputación, sino simple y llanamente de la aceptación de cargos, por cuanto la falencia en ese sentido es un asunto del resorte del ente fiscal que deberá ser objeto de la debida aclaración para que dicho acto se ajuste a los parámetros legales, y ello puede llevarse a cabo perfectamente por medio de una ulterior audiencia preliminar de corrección de acto irregular ante el juez de control de garantías, en clara aplicación de los moduladores de la actividad procesal. Y, una vez corregida la anomalía, se debe permitir al indiciado que opte nuevamente por allanarse o no a los cargos en forma parcial o total.

Recuérdese que la jurisprudencia nacional ha sostenido que el juez no puede intervenir en asuntos de incumbencia de la Fiscalía General de la Nación, y a este respecto el órgano de cierre de la jurisdicción penal estableció:

“[…] La Sala de Casación Penal de esta Corporación ha precisado que, tratándose del ejercicio de la acción penal, no hay posibilidad de controlar por vía de corrección, cuestionamiento o validación, la acusación formulada por la Fiscalía, al constituir un acto de parte que de no reunir los requisitos sustanciales pertinentes, o de incurrir en inconsonancia en cuanto los hechos investigados y su calificación jurídica, conlleva a su desestimación en la sentencia, siendo la intervención de la judicatura previa a esa fase procesal restringida a lo formal lo que incluye el acto complejo de formulación de la acusación. Entonces, su construcción adecuada es una responsabilidad asignada a la Fiscalía y, el control pertinente, corresponde a los demás intervinientes, no al juez […]”. 

Se itera entonces, que bajo ese entendido, lo viable no era que se procediera a anular la formulación de imputación, puesto que se trata igualmente de un acto de parte en el cual la Fiscalía General de la Nación tiene la titularidad, pero si podía en cambio dejar sin validez el allanamiento a cargos del indiciado, por cuanto se afectó su garantía fundamental al debido proceso, e incluso, su derecho de defensa, ya que dicho acto no se ciñó a los postulados legales y jurisprudenciales, como ya se dijo, para lo cual sí estaba facultado el juez como quiera que se está ante la toma de una determinación que involucra la admisión de responsabilidad penal con efectos de cosa juzgada.
En consonancia con lo anterior, se confirmará parcialmente la decisión  proferida por el funcionario a quo, en cuanto se modificará su determinación en el sentido de decretar la nulidad única y exclusivamente del allanamiento a cargos por parte del procesado CÉSAR IVÁN CASTAÑO GUZMÁN al momento de la formulación de imputación, y en consecuencia se dispondrá que la delegada fiscal realice las aclaraciones y adiciones correspondientes según lo anotado en precedencia y con el fin de que dicho acto se ajuste a las previsiones de los artículos 287 y 288 C.P.P. A partir de ese momento se deberá conceder de nuevo la opción al indiciado para se allane o no a los cargos en forma total o parcial.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA PARCIALMENTE la decisión adoptada por el Juez Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.) en cuanto decretó la nulidad de lo actuado, pero se MODIFICA en el sentido de que esa nulidad no será de la imputación sino única y exclusivamente de la aceptación de cargos, acorde con las razones y para los fines indicados en el cuerpo motivo de esta providencia.
Esta determinación queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
La Secretaria ad-hoc de la Sala,

NATALIA PALACIO CASTAÑO
� CSJ SP, 14 mar. 2006, rad. 24.052


� CSJ AP, 30 jul. 2014, rad. 38142.


� C.S.J. T-70392 del 13-11-13, decisión que se fundamenta en sentencia del 28-02-07 radicado 26087, en auto de 05-10-07 radicado 28294, en sentencia del 13-12-10 radicado 34370, en sentencia del 18-04-12 radicado 38256, entre otras. 
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